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			Introducción

			El objetivo de este manual, no es otro que compartir con los más noveles lo aprendido y guiarles en un camino que comprendiendo la importancia de trabajar coordinados, convierta las debilidades implícitas en nuestros mercados, sus riesgos y amenazas, en fortalezas y buenas prácticas; y que esta necesidad de protección que acucia a valores supremos de nuestro Ordenamiento Jurídico, como son la Libertad y la Seguridad, se conviertan en una oportunidad para todos; un nuevo escenario en el que el alumno o el lector en general, aprenda a encontrar un modo de vida y de trabajo al servicio y respaldo de nuestra sociedad, sus instituciones, industrias y mercados, y sea una elección, una vocación de estudio y conocimiento que se alimente desde el corazón y alimente la creatividad del lector para encontrar y crear los caminos del avance tecnológico y de sistemas, con seguridad. Porque todos necesitamos, ahora más que nunca, compartir el espíritu de proteger nuestra forma de vivir. Es ahora o nunca. A los que eligen el aquí y el ahora, está dirigido este trabajo.

			Objetivos del manual:

			
					Recopilar para el lector el conjunto de conceptos y normas básicos que precisa conocer si se desea iniciar en el mundo del Cumplimiento Normativo, la Protección De datos y la Ciberseguridad y ser de utilidad a los que precisen conocer el contenido básico del módulo profesional de Normativa de Ciberseguridad, (publicado en BOE 13.5.2020).

					Identificar algunos de los organismos públicos que lideran el conocimiento, sus guías y sus manuales publicados en sus páginas web.

					Acercar al lector a una metodología de trabajo que lo es, común a las tres áreas de conocimiento: Toda la normativa en materia de Cumplimiento Normativo, Ciberseguridad y Protección de datos tiene en común una misma misión y visión: la de identificar, evitar y en su caso mitigar, los riesgos que acechan a bienes jurídicamente protegidos como son la seguridad y con ella, la libertad. Y para el caso de los riesgos identificados que no podamos evitar porque sean propios de la actividad, tendremos que aprender a monitorizarlos y a gestionar y evidenciar no solo nuestra actividad de control, sino su efectividad en un proceso de mejora continua, que ha venido para quedarse.

			

			Vamos a revisar conceptos que ya conocemos como ciudadanos en la jerga común y habitual, pero que formarán parte ahora de nuestro vocabulario de trabajo, más conscientes de su trascendente significado, y desde un mínimo común, que lo es y sirve para comprender el espíritu que inspira todas las normas de Ciberseguridad, las de Protección de datos y las de Cumplimiento Normativo y que no es otro que ese enfoque al riesgo: a su identificación de riesgos: Algunos de estos conceptos comunes a las tres disciplinas son:

			
					Corrupción.

					Tolerancia al riesgo.

					Seguridad.

					Ciberseguridad.

					Identificación de riegos.

					Análisis de riesgos.

					Mitigación de riesgos.

					Medidas de seguridad.

					Confidencialidad.

					Proactividad.

					Gestión de incidentes.

					Sistemas de gestión (de la seguridad, o de compliance penal).

					Mejora continua.

					Trazabilidad y Monitorización.

			

			El enfoque al riesgo: la identificación, el análisis y la mitigación de riesgos respectivos es el hilo conductor y común de los tres conjuntos normativos que vamos a analizar.
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			Los Principios: Buen Gobierno, Responsabilidad Social Corporativa y ética empresarial. Presencia en la normativa española

			Principios de Buen Gobierno, Responsabilidad social Corporativa y ética empresarial

			Para llegar a comprender el concepto de “Cumplimiento Normativo” en toda su extensión, significado y consecuencias, tenemos que empezar hablando de Buen Gobierno y Ética empresarial.

			El Buen Gobierno y la ética empresarial en el mundo moderno tal y como lo conocemos, tienen su origen en la Declaración Universal de Derechos Humanos que es también inspiración de los primeros códigos éticos empresariales. También las convenciones de las Naciones Unidas, y de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) o las Recomendaciones de la Organización para la Cooperación y Desarrollo económicos (OCDE), contienen los principios éticos que, en el mundo, empiezan poco a poco a ser considerados imprescindibles y cuyo respeto es exigible ya a las empresas de una u otra manera, antes incluso de que el ordenamiento jurídico o interno de cada país lo replique e imponga mediante normas obligado cumplimiento.

			Nota

			Recuerda y estudia los siguientes documentos y los principios éticos que contienen:

			
					Declaración Universal de Derechos Humanos.

					Las convenciones de las Naciones Unidas.

					Las convenciones de la OIT.

					Recomendaciones de la OCDE.

					Pacto Mundial. 10 Principios

			

			El respeto a principios elementales de convivencia y su inclusión en los códigos de conducta, forma parte del proceso de maduración de toda sociedad. La evolución consiste primero en la llegada y redacción a nivel mundial de esas declaraciones generales de intenciones, en todos los ambientes y niveles profesionales, segundo la inclusión de sus textos en los códigos éticos de las empresas, tercero su efectivo respeto y creencia real en ellos, más allá delas declaraciones y cuarto, donde estamos hoy, aplicando indicadores que demuestren el efectivo cumplimiento y respeto a los mismos, sancionando las conductas contrarias a los valores elegidos y así declarados por cada empresa

			Buen Gobierno

			Pronto de los principios y declaraciones universales, surgieron importantes avances en materia de un Buen Gobierno y se redactaron documentos de tanta relevancia como:

			
					El Código Olivencia, cuyo objetivo era la creación de un código para los consejos de administración de las empresas cotizadas (finalmente publicado en 1998); este código supuso un gran avance pues introdujo el concepto de la conveniencia de independencia de los consejeros, la mejora de los sistemas de control y la publicación de determinada información de la empresa a los mercados1.

					Informe Aldama, publicado en 2002 y que supuso un gran avance en transparencia para las empresas cotizadas y cuyas conclusiones se incluyeron en la Ley del Mercado de Valores.

					Código Unificado de Buen Gobierno de mayo de 2006 (Código Conthe), que da relevancia a temas como el informe anual de gobierno corporativo, desarrolla la figura del consejero independiente y establece los requisitos para serlo.

					Código de Buen Gobierno de la Sociedades Cotizadas2, aprobado en 2015 y recién revisado, que incluye recomendaciones de Buen Gobierno corporativo, que representan prácticas generalmente aceptadas para el adecuado funcionamiento de los órganos de gobierno y administración de las sociedades.

					Códigos sectoriales y códigos propios de empresas cotizadas que pueden servirnos de referencia y que se encuentran normalmente publicados en sus respectivas páginas web.

			

			Muchas y sin duda correctas pueden ser las definiciones que hayamos leído de Buen Gobierno Corporativo; a nuestros efectos conviene asumir el contenido de los “Principios de Gobierno Corporativo de la OCDE y del G20”3 (OCDE 2016) cuando dice que:

			
					El objetivo del Gobierno Corporativo es facilitar la creación de un ambiente de confianza, transparencia y rendición de cuentas necesario para favorecer las inversiones a largo plazo, la estabilidad financiera y la integridad en los negocios. Todo ello contribuirá a un crecimiento más sólido y al desarrollo de sociedades más inclusivas4.

			

			En definitiva, estamos hablando de una forma de administrar la empresa basada en la ética y en las normas (escritas o no); Buen Gobierno corporativo es una forma de gestionar que persigue la transparencia.

			Responsabilidad Social Corporativa

			Responsabilidad Social Corporativa, es otro concepto asociado también al ámbito empresarial y a la forma de gobernar las empresas, enfocado a una forma de gestionar responsable basada en la identificación y gestión del impacto que genera en su actividad empresarial en sus empleados accionistas clientes medio ambiente y en general partes interesadas.

			El Consejo de ministros aprobó el 24 de octubre 2014 la llamada Estrategia española de responsabilidad de las empresas5 en cuya redacción se tuvo en cuenta la capacidad de flexibilización e innovación6 de nuestras empresas promoviendo la responsabilidad social, alineándose así, a la consecución y trabajo conjunto de un mismo objetivo; el mismo que las sociedades cotizadas, cuando publican sus objetivos de responsabilidad social corporativa, y lo hacen en base a criterios como

			
					Sostenibilidad.

					Diversidad.

					Responsabilidad fiscal.

					Respeto a los derechos humanos.

					Canales de diálogo y comunicación y otros.
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			Fuente: Estrategia española de responsabilidad en la empresa. https://www.mites.gob.es/ficheros/rse/documentos/eerse/EERSE-Castellano-web.pdf

			Ética empresarial

			Poco a poco, las empresas han ido acogiendo estos principios y construido con ellos sus propios códigos éticos, con sus propios principios éticos, asociados a su origen o valores fundamentales.

			Estos códigos propios han comenzado a veces como tímidas declaraciones de intenciones o meros trabajo de mejora de imagen corporativa, pero se han ido convirtiendo con el tiempo y la profesionalización de las empresas en verdaderas normas de obligado cumplimiento, y guías de cómo el objetivo de la empresa debe caminar en la misma dirección que sus principios declarados.

			Al exigir a los empleados el cumplimiento de los contenidos de los códigos de las empresas, se ha empezado a introducir un primer control sobre el cumplimiento con estos principios; control que, en empresas más avanzadas, empieza a contar también con indicadores de cumplimiento efectivo.

			Nota

			
					Se introducen los principios y la ética empresarial en los códigos éticos.

					Se exige control sobre el cumplimiento de los principios y valores, a través de la exigencia del cumplimiento de los códigos de las empresas a sus socios y empleados.

					Se empiezan a establecer indicadores de cumplimiento.

			

			Gobierno Corporativo en la Normativa española

			Si bien es cierto que el Código Civil español ya se refería en 1.888 a las Obligaciones de conservar las cosas con la diligencia propia de un buen padre de familia 7 los principios y la ética en general y su concreta mención, tienen una presencia escasa y dispersa en la normativa, tanto societaria como mercantil; incluso las normas que actualmente ya requieren la publicación de información financiera y no financiera; limitar, fragmentar, desplazar el riesgo en las organizaciones, o delegar las facultades de tal forma que no se alcance en última instancia a identificar un responsable de un hecho, y poderle atribuir o imputar una decisión o conducta, son problemas habituales en el derecho societario, mercantil o penal, que en algunos casos terminan en situaciones de insolvencia patrimonial o de “irresponsabilidad organizada”8; habituales en los procesos concursales; la jurisprudencia poco a poco, impulsó en plena crisis, la entrada de nuevos conceptos que buscaban alcanzar a los verdaderos responsables de las situaciones de insolvencia en las empresas; a veces se crean estructuras piramidales que hacen que se “pierda la pista” del titular de las acciones, problema que también se está acotando desde a normativa de prevención de blanqueo de capitales, con el concepto de identificación del titular real. Importante y a destacar, en este terreno, la contribución y avances que supusieron la reforma de la legislación concursal en España y el impulso que a la misma supuso la obra de autores avanzados, como la profesora Dª Juana Pulgar Ezquerra, catedrática de Derecho Mercantil, que a la par que la jurisprudencia en plenas épocas de crisis, fueron por delante con sus estudios de las indudables implicaciones y los deberes de los administradores de las sociedades, enfrentando su régimen de responsabilidad, con conceptos tan novedosos entonces como los de “administrador de hecho” y “administrador de derecho”, no incorporados en las normas en ese momento pero que fueron la punta de lanza para la imputación de la responsabilidad de los ilícitos en las empresas, al verdadero autor de las mismas, conste formalmente como tal o no.

			Así, poco a poco, la regulación del gobierno corporativo termina entrando en el Código de Comercio y la Ley de Sociedades de Capital actuales, empujados por un fuerte ambiente generalizado de aumento de la corrupción a nivel internacional y que provoca el interés en esta materia del gobierno corporativo y la convicción de la necesidad de su regulación para las sociedades de capital. Empujada por escándalos de todo tipo y lugar en el mundo, iniciativas para introducir las buenas prácticas en gobierno corporativo en el entorno organizativo de las empresas y surgen conceptos como el de autorregulación empresarial, (traídos en realidad de la normativa americana) que finalmente, pasan a las Recomendaciones de la OCDE y de ahí a la normativa europea, hoy en plena y constante evolución y trasposición al derecho interno de los países de la Unión, entre ellos el nuestro.

			Así es como se producen en España las reformas necesarias que alcanzan a normas esenciales en el modelo empresarial español:

			
					La Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital para la mejora del gobierno corporativo.

					La Ley 11/2018, de 28 de diciembre, por la que se modifica.	El Código de Comercio.
	El texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.
	Y la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, en materia de información no financiera y diversidad (trasponiendo la Directiva 2014/95/UE en materia de divulgación de información no financiera).



			

			Es en este momento, cuando se introduce también un concepto, en forma de un nuevo deber de los administradores: el deber de control de las compañías: a partir de ahora los administradores deberán tener la dedicación adecuada y adoptarán las medidas precisas para la buena dirección y el control de la sociedad. 9Los administradores de las sociedades tienen una posición de garante (2016)10. En esta línea, la Ley 31/2014, de 3 diciembre, para la mejora del gobierno corporativo:

			
					Señala los fallos de gobierno corporativo como una de las causas de las crisis económicas y financieras, en la medida en que “tanto entidades financieras como empresas de carácter no financiero se han visto afectadas por la asunción imprudente de riesgos11”.

					Establece nuevas responsabilidades en materia de gestión y control de riesgos para los altos cargos de la empresa junto con obligaciones de información y transparencia.

					En materia de gestión y supervisión, la ley12 tipifica con más precisión los deberes de diligencia y de lealtad y de los procedimientos en caso de conflicto de interés y atribuye al Consejo de Administración como facultades indelegables, aquellas decisiones que se corresponden con el núcleo esencial de la gestión y supervisión.

			

			A partir de ahora, se impone a los administradores que actúen con diligencia y lealtad a la sociedad; con la diligencia de un “ordenado empresario”, que ahora no solo tienen que cumplir con la ley y los estatutos, sino que se añade una obligación expresa de hacerlo con un nivel de diligencia y ejercicio efectivo del cargo, cumpliendo además con deberes de supervisión y control del negocio para lo cual de forma indirecta, se imponen deberes de debida y adecuada información. Se imponen también cambios en el sistema de delegación de facultades, con la idea de mejorar la trazabilidad en la toma de decisiones de los Consejos de administración a través de un cambio en el régimen de delegación de las facultades del Consejo de Administración, reforzando la figura del Consejo de administración 13, estableciendo:

			
					La aprobación del plan estratégico o de negocio, los objetivos de gestión y presupuesto anuales, la política de inversiones y de financiación, la política de responsabilidad social corporativa y la política de dividendos.

					La determinación de la política de control y gestión de riesgos, incluidos los fiscales, y la supervisión de los sistemas internos de información y control.

					La determinación de la política de gobierno corporativo de la sociedad y del grupo del que sea entidad dominante; su organización y funcionamiento y, en particular, la aprobación y modificación de su propio reglamento.

					La aprobación de la información financiera que, por su condición de cotizada, deba hacer pública la sociedad periódicamente.

					La definición de la estructura del grupo de sociedades del que la sociedad sea entidad dominante.

					La aprobación de las inversiones u operaciones de todo tipo que por su elevada cuantía o especiales características, tengan carácter estratégico o especial riesgo fiscal, salvo que su aprobación corresponda a la junta general.

					La aprobación de la creación o adquisición de participaciones en entidades de propósito especial o domiciliadas en países o territorios que tengan la consideración de paraísos fiscales, así como cualesquiera otras transacciones u operaciones de naturaleza análoga que, por su complejidad, pudieran menoscabar la transparencia de la sociedad y su grupo.

					La aprobación de las operaciones vinculadas, en los supuestos y términos previstos en la ley.

					La determinación de la estrategia fiscal de la sociedad.

					La supervisión del proceso de elaboración y presentación de la información financiera y del informe de gestión, que incluirá, cuando proceda, la información no financiera preceptiva, y presentar recomendaciones o propuestas al órgano de administración, dirigidas a salvaguardar su integridad.

			

			Estas mejoras conectan el nuevo marco de responsabilidad penal de las empresas con el deber de diligencia y control en materia de prevención de delitos, y como veremos, tras la reforma del Código Penal:

			
					La empresa deberá definir un modelo de prevención de delitos 14(con los criterios establecidos por la norma).

					Los Administradores deberán asegurar su adecuado funcionamiento y aplicación, y recibir la información del funcionamiento del mismo.

			

			NOTA

			La reforma de la Ley de sociedades de Capital para la mejora del gobierno corporativo incorpora un deber específico a los administradores de control de riesgos de la empresa, conectando con la reforma del Código penal y la posibilidad de derivar responsabilidad penal de los administradores, como garantes, por los delitos de los empleados, en comisión por omisión.

			Resumen de las modificaciones legales en materia de gobierno y responsabilidad de administradores de 2007 a 2016.
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			Buen Gobierno, transparencia y sector público

			No podemos abandonar este capítulo sin una referencia al concepto de transparencia y el buen gobierno en la Administración Pública.

			La Constitución Española consagra el concepto de transparencia desde 1978, estableciendo en su art. 105,b que la ley regulará: “el acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos….”; es decir, como instrumento de control de la actuación del poder público; este derecho de acceso a la información pública retomado después por la Ley 30/92 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, culmina en 2013 cuando por fin se dicta en España una Ley de Transparencia, desapareciendo con ello de los últimos puestos europeos en la materia, pues prácticamente apenas dos países ya carecen de ella. Asociada tradicionalmente la transparencia al concepto del bien o mal hacer de los políticos, la transparencia en la ley española se vincula al objetivo de acceso a la información y a la fiscalización de la actividad pública y además, incorpora el buen gobierno, como novedad española por comparación con sus homólogas del resto de Europa ya que la Ley 19/2013 de 9 de diciembre de Transparencia, acceso a la Información Pública y Buen Gobierno (LTBG) supuso también la introducción del concepto de buen gobierno en materia de transparencia, y sector público; hasta la fecha y en el resto de normas, se centraba más en los conceptos de publicidad activa y publicidad pasiva (en relación obligaciones de información a suministrar por los poderes públicos y derechos de información a disposición del ciudadano).

			
					En este contexto de derecho público, buen gobierno se entiende como aquel que fomenta la transparencia, la rendición de cuentas, la coherencia, la participación ciudadana, la integridad y la objetividad e imparcialidad en el servicio al interés general15 debe conectarse con la noción de buena administración.

			

			Y ahora sí, ya también, tenemos que hablar de “Cumplimiento Normativo”, como concepto nuevo, relacionado con la Responsabilidad penal de la persona jurídica, y la implantación de Modelos de Prevención de Riesgos Penales.

			

			
				
					1	Código Olivencia.

				

				
					2	https://www.cnmv.es/portal/Publicaciones/CodigosGovCorp.aspx.

				

				
					3	https://www.oecd.org/daf/ca/corporategovernanceprinciples/37191543.pdf.

					(OCDE (2016), Principios de Gobierno Corporativo de la OCDE y del G20, Éditions OCDE, Paris.).

				

				
					4	Principios de Gobierno Corporativo de la OCDE y del G20”(OCDE 2016).

				

				
					5	https://www.mites.gob.es/ficheros/rse/documentos/eerse/EERSE-Castellano-web.pdf.

				

				
					6	Estrategia Española de Responsabilidad de las Empresas (Consejo de Ministros 24.10.14).

				

				
					7	Código Civil, Art. 1.094

				

				
					8	Imanol Zubero (1996) Movimientos sociales y alternativas de sociedad. Ediciones Hoac, Madrid.

				

				
					9	Ley de Sociedades de Capital, Título VI, Capítulo III Deberes de los Administradores, deber general de diligencia art. 225.

				

				
					10	Código Penal art. 11 y vid. STS, Sala 2ª, 2576/2017, de 28 de junio. Rec 1454/2016. Ponente Ana María Ferrer García.

				

				
					11	Preámbulo de la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital para la mejora del gobierno corporativo.

				

				
					12	Art. 529 bis y ter de la Ley de Sociedades de Capital.

				

				
					13	Art. 229 ter de la Ley de Sociedades de Capital.

				

				
					14	Deber de Diligencia, Art. 225.2 Ley de Sociedades de Capital en relación con el Código Penal y Circular 1/2016 de la Fiscalía General del Estado.

				

				
					15	Comunicación de la Comisión europea 25 de julio de 2001 La Gobernanza europea- Un Libro Blanco (Diario oficial 12.102001)
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			Introducción al concepto de Cumplimiento Normativo

			Origen anglosajón

			El Concepto de Cumplimiento Normativo tiene un origen anterior incluso a la dimisión de Nixon en los setenta; el caso Watergate, es conocido como un gran escándalo político, pero nos importa en este momento porque supuso desvelar numerosos sobornos que implicaban a más de 400 empresas, lo que provocó que la US Securities and Exchange Commission (SEC), (organismo equivalente a nuestra Comisión de Valores y Bolsa) investigara y descubriera numerosos ilícitos que llevaron a la publicación de la Foreing Corrupt Practices Act (FCPA) 16 por el United States Department of Justice (DOJ)) (Departamento de Justicia); este organismo, fue el que empezó a utilizar el término “Corporate Compliance Program”, que se vio después, por el uso, reducido a “corporate program” y “compliance”. Ya antes, se había dictado la Sherman Antitrust Act (1890), durante un periodo de expansión rápida de la economía, en el que se produjeron abusos y escándalos que se habían amparado en el vacío legislativo que en la época se producía, en materia de anticorrupción.

			La FCPA supuso el comienzo de la instauración de controles internos en las empresas, de cara a la prevención de la corrupción y de la responsabilidad penal corporativa. El siguiente paso fue el 1 de noviembre de 1991 entran en vigor las United States Sentencing Guidelines for Organizations (USSGO) cuando son guías y directrices a seguir por los jueces y tribunales estadounidenses en el enjuiciamiento de las personas jurídicas. Estas guías permanecen vigentes, pero van siendo modificadas hasta la actualidad, tras la aparición de la Sarbanes Oxley Act en 2002 17en EEUU. En la misma línea, la ley antisoborno del Reino Unido (Bribery Act 2010).18

			NOTA

			El origen del concepto de Cumplimiento Normativo tiene que ver con la prevención de la corrupción en empresas americanas en su originario crecimiento, hace dos siglos y en la reducción del término Corporate Compliance Program”, hacia el uso de la expresión “corporate program” y más tarde “compliance”. En España, como veremos, el concepto tiene además un alcance de responsabilidad más extenso, que alcanza a más delitos.

			Antecedentes europeos en materia anticorrupción

			En nuestro entorno, también tenemos que hablar de un origen de lucha contra el riesgo de corrupción; como antecedentes directos de nuestra actual normativa debemos destacar los siguientes documentos:

			
					“Convención para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales” de la Organización para la Cooperación y el desarrollo Económico conocida y en adelante, como la “Convención de la OCDE” y que es fruto de la Recomendación de la OCDE” Revisada para combatir el cohecho en las transacciones internacionales”, de 23 de mayo de 1997, en la que se reivindica la adopción de medidas eficaces para disuadir, prevenir y combatir la corrupción de las autoridades públicas extranjeras. Dice la Recomendación I de la “Convención de la OCDE”:“RECOMIENDA: “Que los países Miembros tomen medidas eficaces para disuadir, prevenir y combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en relación con las transacciones comerciales internacionales”.


					El Convenio Penal sobre la Corrupción del Consejo de Europa, 199919 (nº. 173 del Consejo de Europa), Estrasburgo 27 de enero de 1999 y

					El Convenio Civil sobre la corrupción del Consejo de Europa 1999 (nº. 174 del Consejo de Europa) Estrasburgo 24 de noviembre de 1999.La importancia de estos documentos no es tanto su contenido, muy básico si lo vemos con ojos actuales, sino su mera existencia, ya que fueron la respuesta de la Unión, a otros escándalos en nuestro territorio, que pusieron en evidencia que la Unión Europea tenía que empezar a pronunciarse y manifestar su oposición explicita a la corrupción. Aunque dicho así, parece muy obvio, fue un gran paso, ya que en la época el nivel de soberanía individual de cada país era muy alto, y no cabía la idea de legislar para todos desde una autoridad común, tal y como para nosotros hoy es normal, con las Directivas y Reglamentos de la Unión. En la época, todo eran “recomendaciones”.


					EI 8.6.2001 se publica el Decreto Legislativo n. 231/2001 (Dlgs.231), de la disciplina de la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas, empresas y asociaciones sin personalidad jurídica, de conformidad con el art. 11 de la Ley de 29 de septiembre de 2000 n.300. Se trata de una regulación muy particular entre los ordenamientos jurídicos europeos, pues, es, formalmente una ley administrativa, pero la curiosidad deviene intrascendente, dado que la responsabilidad, es extensible a las personas jurídicas y puede ser depurada en un proceso penal, con todas las garantías.

					España suscribe la “Convención de la OCDE” un año después de su entrada en vigor 17.12.1997 y la ratifica en el año 2000; de inmediato, se dicta de inmediato la LO 3/2000 de 11 de enero, modificando la LO 10/1995 de 23 de noviembre del CP en materia de lucha contra la corrupción de agentes públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales.

					En 2005 el Comité de Basilea de supervisión bancaria, emitió un documento con los diez principios esenciales de la función bancaria, que, es donde muchos situamos el arranque del compliance en nuestro entorno profesional. A continuación, la International Organization of Securities Commisions (IOSCO), emitió otro documento para intermediarios financieros con orientaciones en la materia, estableciendo pautas de actuación.

			

			NOTA

			La regulación de la lucha contra la corrupción da el paso a una primera reforma de nuestro Código Penal sin mencionar aún los modelos de cumplimiento, lo cual vendrá después.

			Poco a poco, la idea de la necesidad de acotar la corrupción a nivel global y común desde la legislación interna de los diferentes Estados se va abriendo paso; reconocer su existencia a nivel global fue el primer gran avance; empezar a legislar de forma contundente cada país para evitarla, fue el siguiente. Y conseguir el efectivo cumplimiento de las normas, es el reto en el que nos encontramos aún hoy. Y sólo participando desde todos los niveles en la sociedad civil, en la idea de “tolerancia cero” con la corrupción, conseguiremos reducirla a la mínima expresión que merece en nuestra sociedad. Pero solo podremos hacerlo si nos ponemos todos manos a la obra, desde todos los lugares de la sociedad. Empezando por nosotros mismos.

			España: responsabilidad penal de la persona jurídica y modelos de organización y gestión para prevenir delitos

			Es en este contexto de reconocimiento de la existencia de la corrupción y de su traslado a los sistemas nacionales, donde encajamos finalmente la reforma del Código Penal en 2015, que introduce la responsabilidad penal de la persona jurídica y con ella el concepto de Cumplimiento Normativo, o más bien de Modelos de organización y gestión de prevención de riesgos penales.

			A partir de ahora las empresas pueden ser responsables penalmente de los delitos que se comentan en su seno, por lo que se entiende como un defecto de organización, por ausencia de la diligencia debida en las tareas de control y supervisión.

			
					Responsabilidad penal de la persona jurídica: se refiere a que las empresas pueden ser responsables de los delitos que se comentan en su seno, de forma directa y con independencia de las personas que los cometen. Las empresas, pueden ser imputadas como responsables en un proceso penal desde la reforma del Código Penal de 2015.

					Modelo de organización y gestión adecuado para prevenir delitos. Son los sistemas de organización que, reuniendo una serie de requisitos que menciona el Código Penal, pueden ayudar a limitar o eximir la responsabilidad penal de las personas jurídicas. Estos modelos no se imponen como obligatorias en nuestras normas pero ciertamente pueden ser muy útiles para reducción del riesgo de comisión del delito y puede que de su responsabilidad, en su caso.

			

			Hay que decir, que no faltan en nuestro país, otros antecedentes sectoriales, previos y ajenos al escenario penal, relacionados con los sectores regulados, como la Circular 1/2014 de 26 de febrero de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, sobre los requisitos de organización interna y de las funciones de control de las entidades que prestan servicios de inversión y que ya daba pautas a los que ejercían estas funciones en las empresas.

			La jurisprudencia posterior a la reforma ha ido ayudando también a incorporar algunos cambios y mejoras en la redacción de los diferentes tipos delictivos (impulsada también y a la par que se produce la aplicación de Directivas europeas), provocando más avanzadas redacciones de los delitos relacionados con la protección de la economía en general y con evitar la corrupción.

			NOTA

			
					La posibilidad de imputar responsabilidad penal de las personas jurídicas no es una idea puntual de un legislador concreto o de una moda o tendencia que se le ocurre a alguien en Europa o en España sin más. Es fruto de un dilatado periodo y de unas circunstancias globales que han ido progresivamente derivando hasta alcanzar dicha situación.

					De la suma de escándalos de corrupción, y tras las diversas reformas normativas, llegamos a 2015 cuando la legislación penal regula la posibilidad de imputar responsabilidad penal a las personas jurídicas.
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			Evolución

			
					Procedente del mundo anglosajón, se impone en los mercados.(En industrias específicas, y en los mercados, muy competitivos se precisa asegurar el cumplimiento de la abundante normativa a veces compleja, cuyo incumplimiento genera sanciones).


					2010 Reforma del Código Penal: responsabilidad penal de las personas jurídicas.

					2011 Circular 1/2011 de la Fiscalía sobre responsabilidad penal de la persona jurídica.

					2015 Modificación del Código Penal, regulación en detalle de los programas de prevención de delitos; Publicación de la ISO 19600 y reforma de la Ley 22/2015 de 20 de julio.

					2016 Se publica la C 1/2016 de la Fiscalía que detalla los requisitos para la extinción/atenuante y la importancia de la figura del Compliance y la Cultura de cumplimiento normativo. Publicación de la ISO 37001.

					Se publica UNE 19601 Sistemas de Gestión.

					2021 se publica la ISO 37301.

			

			A partir de aquí, se empiezan a crear en las organizaciones, modelos de organización y gestión, sistemas de cumplimiento normativo y también de prevención de riesgos penales, que eviten la comisión de delitos en las empresas o de corrupción. Estos modelos, no son obligatorios ni se imponen por parte de la normativa española, que solo los menciona como herramientas que pueden ayudar a mitigar el riesgo penal y reducir la responsabilidad derivada de ellos, de ahí su proliferación, al convertirse en una ventaja competitiva importante con la que contar.

			

			
				
					16	https://www.justice.gov/criminal-fraud/fcpa-resource-guide.

				

				
					17	https://www.congress.gov/bill/107th-congress/house-bill/3763.

				

				
					18	https://www.gov.uk/government/publications/bribery-act-2010-guidance.

				

				
					19	CAMPOS ACUÑA, Concepción Compliance en el mundo administrativo (2020) Ed. Wolters Kluwer
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